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a la negoclaclónoolectiva laboral entre 105 representantes de
los trabajadores y empresarios, así como la fuerza vinCUlante
de los Convenios., siendo presumiblemente esta última la ata~

cada al negarse validez· a una cláusula deL Convenio resu teda
de aquéL SegUn puede deducirse de la demanda, la vulnera­
ción de este precepto consti~udonal originaría al tiempo 18 ln~

"fracción del articulo 28.1 de la Constitución por no ser .& ne­
gociación colectiva más Q'Q,8 un corolario de la libertad ,.iIJdi-·
cal que tal artículo reConoce.' .

Asl definido el objeto del proceso, es t&1 consecuenciRo la­
que no puede aoogerse en nuestro caso. No habría inoonve­
niente, a los meros efectos dialécticos, en considerar vuIne-'
rada el derecho a la negociación colectiva. pero lo que no
resulta posible es afirmar. sin otras prec~siones adicionales,
que toda infracción del articulo 37.1 de la CE lo es ta.lnbién
del aPUculo 28.1, de forma que aquélla fuera siempre objeto
del amparo constitucional. pues ello supone desconqcer tanto
el ~gnincado estricto de este último precepto como 1& posición
del primero ajena a los derechos y libertades que conforme a
la Constitución y a la Ley Orgánica del Tribunal son suscep·
tibIes de amparo.

4. Prescindiendo de otras cuestiones atinentes a la re:ación
'entre 'los preceptos oonstitucionales citados, que DO interesa
abordar ahora por no ser necesario para la resolución del re­
curso, el problema planteado es el ,del &1oance subjetivo del
derecho reconocido en el articulo 28.1 de la CE en BU relación
con el 37.1, o dicho de otra manera, si el dereoho de libertad
sindical ampara no- sólo la legitima actuación del Sindicato
o también la de otros sujetos a quienes la práctica O la lega­
lidad vigente atribuyen igualmentefunc1one~ sindicales.

La Constitución Espaftola ha partido, en la institucionali­
zaci6n de los derechos rolectivos laborales.' de un amplio re­
conocimiento de los titulares de aquéllos eludiendo la consa­
graci6n de un monopolio del Sindicato, de forma que si el de·
recho de huelga se atribuye a los trabajadores (articulo' 28.2),
el de conflictos lo es a los trabajadores y' empresarios (articu­
lo 87.2l y el de negociaci6n a los representantes de éstos (ar­
ticulo 37.11.- Pero si este punto de ,partida pennite en nuestro
ordenamiento positivo la existencia de un sistema sindical dual
en el que 1& aCci6n sindical, entendida en cuanto actividad
dirigida -a la rewesentac1ón y defensa de los intereses de los
trabajadores, puede ser ejercida, sin entrar ahora en otras
posibilidades, tanto por el Sindicato como por el Comité de
Empresa. ello no significa ni que exista una Indefinición cons­
titucional ni una identidad entre todos los Buletos suscept'bles
del ejerc:l.cio de funciones sindicales. Pbrel contrario¡ el ar­
Uculo 7 de la norma fundamental constttucionaliza a Sindi·
cato', no· haciendo lo mismo oon el Comité-de Empresa, que es
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La _Sala SegÚnda del- Tribunal Constitucional. compuesta por
don Jer6nimo Arozamena Sierra, Presidente, y don Francisco
Rubio Llorente, don Luis Diez-Picaza y Panca de Le6n, don fran­
cisco Tomás y Valiente, don Antonio Truyol Serra y don, Fran~
cisco. Pera Verdaguer. Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEl REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo número 262/1983, interpuesto por el
Procurador de los Tribunales don Bonifacio Fraile Sánchez, en
representaci6n de doña Escolástica Vega Ladrón, ·asistida de
letrado, contra auto de la Audienci~ Provincial de Guadalajara,
que suspende el plazo para dictar~sentenciahasta. que se acre·
dite el intento de avenencia ante la Junta Arbitral. del articu­
Lo 121 de la Ley de Arrendamienws Rústicos <LAR>'

Ha sido parte en el asunto el Fiscal General del Estado y
ha sido Ponente el Magistrado don Antonio Truyol Serra. quien
expresa el parecer de la Sala.,

1. ANTECEDENTES

·Primero.-Por escrito registrado en este Tribunal el-20 de
abril de 1983 el Procurador de los Tribunales don Bonifa:cio
Fraile Sánchez, en representación de dofta Escolástica Vega
Ladr6n, interpuso recurso de amparo contra los autos de 26 de
febrero y 29 de marzo de 1983, dictados por la Audiencia Pro­
vinclal de Guadalajara en rollo de .ap11l1ación 31/1982'. El recurso
ee basa en 10& siguiente" fundamentos de hecho y de ·.derecho.

al La ·recurrente interpuso demanda, de juicio de cogni­
d6n 10/1982 labre desahucio de fincas rústicas ante el Juzgado,
de Distrito de Malina de Arall6n tGuadalaJaral. por denegaci6n
de prórroga, resolución de contrato de arrendamiento y recla­
mación de cantidad por falta de pago de la¡ Seguridad Social
por parte de los arrendatarios. don Ram6n Remiro Ruiz y don
Hilario Cámara Sanz. al amparo de la- Le-y de Arrendamientos
Rústicos lLAR) de 31 de diciembre de 1980.

creación de la Ley y s6lo· puede encontrar, como dijera la
sentencia de este Tribunal número 37/1963, de 11 de mayo
(·Boletfn Oficial del Estado. de 20 de mayo). una indi&·..~cta
vinculaci6n con el articulo 129,2 de la Constitución.

La constttucional1zaci6n -del Sindicato ofrece. como no 90c11a
ser' menos, -su influencia en el problema aquí debatido, porque,
atribuyendo el articulo 1 a tal organización la funci6n de con­
tribuir a la defensa y promoción de los intereses de ]oa tr.....
bajadores, le atribUYe consiguientemente el ejercicio de aque­
llos derechos necesarios para el cumplimiento de tal función
y que constituyen manifestación ineludible de la 'libertad sin­
dical reconocida en el artfculo 28.1 de la CE en su vertiente
colectiva, de forma que el impedimento o la obst&cuItzaci6n
a tal ejercicio ronstituye no s610 vulneración del precepto c:ons;.
tttuctonal que consagra cada' concreto derecho. sino también
del propio articlllo 28.1. De más está, eeñalar que 10 mismo
no puede ser predicado del Comité de Empresa que. en la me­
dida en que la Ley le atribuya el papel de representante a que
ie refiere &1 articulo 37.1 de la CE, ,podrf. ver vulnerado su
derecho a la negociación. 1)e1"0 no el de libertad sindical. pues

• ésta no- alcanza a cubrir oonstitucionalmente la actividad sin­
dical del Comité.

Si desde el punto de vista de 101 miembros del Comité de
Empresa demandantes no es posible reconducir la 1ftfraoción
denunciada a alguno de los derechos o libertades susceptibles
de amparo constitucional. otro tanto ·sucede atendiendo al em­
presario también recurrente. con relación al cual la demanda
de amparQ se limita a invocar la libertad de empresa rece­
nacida en el articulo 38 de 1& Constitución, excluido del áro·
bito de los derechos protegidos por el recurso. Todo ello con­
duce a_la ,imposibilidad de pronunciarse sobre aquella presun­
ta inftacci6n, pues lo impide la limitación competencial· del
Trib~nal, declarada en el articulo 'l)f; de su Ley Orgtmica.

FALLO

.. -
1) Los demandados opusieron la cuestión previa de la sus­

pensión de procedimiento -hasta qUe se celebrase acto de con­
ciUaci6n entre las partes ante la Junta Arbitral, conforme dis­
pone el articulo 121 de la LAR.

el El Juzgado dictó, sentencia estimatoria de la demanda y
dando lugar al desahucio por denegación de prOrroga con efec­
tos de 31 de agosto de 1984. Recurrida la sentencia e. apelación
por los demandados, la Audiencia Provincial de Guadalajara
dict6 auto de 26 de febrero de 1983 por el que se acordaba sus·
pender el plazo para dictar sentencia hasta que. se acredite ha·
berse llevado a cabo ante la Junta Arbitral correspondiente el
intento de avenencia eBtablecido ~D- el articulo .121 de la LAR
(dice el auto _urbanos., evidentemente por error). Previamente,
a requerimiento mediante carta-orden de la Audiencia, el Juz­
gado de Primera Instancia de Molina de Aragón habia comu­
nicado que en dicha localidad no se ha. constituido tal Junta
Arbitral. según informe del Jefe de la Agencia ~e Extensi6n
Agraria de 1a misma..

d) Por ello la demandante, al amparo de lo dispuesto en el
articulo -402 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LECl. in~uso
recurso de súplica contra dicho auto, estimando que en él se
imponia una condición imposible; recurso que fue desestimado

---por la Auaiencia en auto de 29 de marzo. .
e) La hoy recurrente en amparo entiende que ambos autos

han lesionado su derecho a obtener: la tutela efectiva de los
Jueces y Tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses
legitimas, reconooido en el articulo 24 de la Constitución Es­
p~ola (CEl, al exigirle que dé cumplimiento a una previa con~

ciliación ante un 6rgano que no existe. como son las Juntas
Arbitrales, sin crear, sin tener delimitado su ámbito de actua­
ci6n ni designados sus componentes en la forma que determina
la LAR en su articulo 121. Afiade la l'ecuJT8nte que si la doc~
trina o interpretaci6n de la Audiencia Provincial de Guadal&­
Jara prospera, la Ley en cuestión queda en letra muerta, ya
qUe ,nadie puede verse obligado a _cumplir requisitos de lmpo·
&Ible cumplimiento.. En al presente 'C880, además, bubo un
intento de oonciltac1ón ante el Juzgado de paz de Corduente.
único que pocHa celebrarse,' que resultó sin avenencia; y exis­
tiendo oposición entre las partes, carece de sentido obligar a
las mJsmas -a una conciliación que no existe ni puede existir.
dado lo irreconciliable de sus posiciones•.
- f) En conclusión, la recurrente solicita que se declare la
nulidad de los autos impugnados de la Audiencia Provincial de
Guadalajara, de 28 de fel?rero y 29 de marzo de 1983; se reco-

/
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nazca su derecho a obtener .1& tutéla efectiva de sus- d~c:ho8 e
intereses y por t9.Dto sentencia de dicha Aud.iencia. - pronun­
ciándose sobre el folido del asunto con leva.D.talDl~to de la Sla­
pensión acordada. y en 8U caso. se declare que los arUculoa 12.1
'J disposición tranaitorla segunda do la Ley 8311980. de 31 de
diciembre, sobre arrendamientos rUsticos, lesionan el derecho a
obtener la tutela efectiva de loa Jueces y T~unales de ~ perA
sonas que quieran ejercitar sua- derecho~ e mtereses legitlmos al
amparo de la citada. Ley especial. 'J en concreto doña Escolástica
Vega Ladrón llevAndoee en este supuesto la cuestión al pleno
de este Trib~a.l para que declare la inconstitucionalidad de
dichoa preceptos en Dueva· sentencia.

Segundo.-La Secci~ por providencia de 11 de mayo. acord6
admitir a trámite la demanda Yó en aplicaciÓD de lo dispuesto
en el articulo 51 de 1& Ley Orgánica de este Tribunal (LOTe),
recabar de la Audiencia Provmcial de Guadalajara la remisión
del testimonio de las actuaciones ~spondlentes al recurso
de apelación número 21/1982 y el emplazamiento a quienes hu­
biesen sido parte en dicho recurso paTa que puedan comparecer
ante este Tribunal y en el presente recurso de amparo, as!.
como del Juzgado de Distrtto de Molina de Aragón la de las
actuaciones correspondientes al juicio de cognición número 101
1982; toe¡o ello en el plazo máximo de diez dlas. ..'

Tercero.-Recibidas las actuaciones, la Sección, de contonn1­
dad con lo dispuesto en el articulo 52 de la LOTe y por provi­
dencia de 2~ de junio, acord6 dar vista de aquéllas por plazo
coMún de veinte dias al Ministerio Fiscal y a la parte deman­
dante para las alegaciones que estimaren convenientes.

Cuarto.-Por escrito de 11 de julio de 1983 despachO el trá·
mite el Ministerio Fiscal. cuyU" alegaciones pueden resumirse
como sigue: '. ,-

al La tUtela efectiva de loe Jueces y Tribunales que el ar­
tículo 24 de la CE consagra supone, según rica y elabOrada
jurisprudencia de este Tribunal, que quienes acuden a los Tri­
bunales, además de ser oidos en términos tales qt.!-e puedan
exponer y justificar sus pretensiones, alcancen una decisi6n
fundada en derecho, sea favorable o adversa. EA clerto que
con el auto de suspensión cuestionado la Audiencia no ha
dejado de dictar una dedsión razonada en derecho, al estar
fundamentado en los artículos 121.3, b>, i 122.1 de la LAR.
Pero no por ello puede dicho auto ,er asiinilado a la resolu­
ción que inadmite o desestima una demanda por falta de un
presupuesto procesal, ya que la situación que se d1rfa da por
jpevitable es la de unos d)'1"QchOl arrendaUcioa -que· ten~an
virtualmente suspendida su eficacia últlm& -su tutela Judi­
cial- a causa de una c1rcunstancia tolalmente aiena a sua
titulares. situación tan contradictoria coñ la esencia Intima
del derecho subjetivo como incompatible con el -derecho cons­
titucional a la tutela judicial efectiva en el ejercicio de los
derechos e intereses legítimos.

b) La sentenéla de este Tribunal de 14 de 1ulio de 1981
permite equiparar el aplazamiento de la sentenda -eondiclO­
nado al cumplimiento de UD trámite de imposible cumplimien­
to por ahora.- a la denegación de tutela judicial que proscribe
el artículo 24 de la CE. pues según ella el derecho a la tutela
judicial efectiva tanto se vulnera cuando no se resuelven en
derecho las demanclaa del ciudadano que acude aloa Tribunales
como cuando se dilata su resolución en términos no razonables.
Ahora bie¡¡. una demora en principio indefinida e impuesta
por la falta de actuación de unas instancias .-:.Iaa. autoridades
administrativas- que sólo pueden ser estimuládas por ei ciu­
dadano en cuanto administrado desde una situación estructu­
ralmente suborsUnada,. no parece razonable.

iJ} Xii cU~LO--1il al~Ci' que-ü- la- violiCión ijiíeparicO
haber sufrido el derecho d. la demandante a. la jurisdicciÓn
pueda tener la omisión de la AdministracióD. &1 no poner 80
funcionamiento las. Juntas Arbitrales de &cuerdo con las p~
visiones del articulo 121.5 de- la LAR y, con can\cter provisional.
de su disposición transitoria segu.nda, It.i bien el auto impugnado
de 29 de marzo dice que incumbe Ja responsabilidad a la Ad­
ministradón por 108 problemas que plantea el retraso de la
constitución de las Juntas Arbitrales, hay que entender que,
comprobado por el Poder Judicial el riesgo de una dilación no
razonable en el proceso Y. consiguientemente, de una deficiente
satisfacción del derecho a la tutela judicial efectiva, al 'Problema
no se afron4' debidamente. desde el ángulo' del Poder Judicial,
si S8. limita el Tribunal_ a consumar el agravio. Antes bien,
parece que la respuesta judicial adecuada no puede 881' sino
encontrar la interpretación también adecuada- de la norma le­
gal, que en el caso que da· origen a este recurso pudo perfec­
tamente aconsejar abstenerse de exigir el intento de previa
avenencia ante la JuntA. Arbitral en tanto la misma no exia­
tiese. ..

d) De todo ello se desprende. en cambio. 1& improcedencia
de abrir cuestiÓll de inconsUt~c1onalidadde acuerdo ron el sr­
tículC! 55.2 de la ~01'C, porque DO son el arUculo W y la dt.
posiCIón tTansitona segunda de 1& LAR los que lesionan el de­
recho fundamental reconocido. en el ~ículo 24.1 de la CE aino
la. peculiar apUc::a.cióll que de tales normaa· le ha. hecho 'en el·
presente caso. . _

La petición e~da·de sus alegaciones por el Ministerio FIs­
cal es que procede otorgar a doda Escolástica Vega LadróD el
_amparo que solicita.

Quinto.-La_ recurrente en amparo dejó transcurrtT el plazo
otorgado sin hacer alegaciones,

Sexto.-Por providencia de a de .octubre· de 1983 .la Sala
seftaló para la deliberación· y votación del presente recurso el
día 9 de noviembre.

~éptimo.-Por providencia de 2 de noviembre la. Sala. acordó
que, siendo inhábil. el dia inici.almente fijado para el se~al..
miento. quedase· sin- efect.o el nusmo. que se trasladó al dlA 30
de noviembre.

n.. FUNDAMENTOS' JURlDlCOS

_. Primero.-El presente recurso plantea el problema de cuál
sea el contenido y alcance dm derecho que tienen todas las per­
sonas a obtener la tutela efectiva de Jueces y Tribunales en
el ejercicio de sus derechos e intereses legitimos. sin que, en
ningún caso. pueda produCU'Se indefensión en los términos del
articulos 24.1 de la Constitución Española lCE}. que lo rq,conoce
y gárantiza.. Como ya. dijera en su fundamento Jurídico prime­
ro la sentencía 13/1981. de 22 de abril, de este Tribunal, en el
recurso de amparo 202/198Q (-Boletín Oficial del Estado_ nú­
mero 121. de 21 de mayo), confirmada por· otras posteriores., la
tutela efectiva supone no sólo que los recurrentes sean oidos.
sino que tengan de.Techo a una decisión•. fundada en derecho,
ya sea favorable o adversa. En· el caso que nos ocupa el auto
impugnado de la Audiencia Provincial de Guadalajára de ~.de
marzo último ha dejado sin respuesta por un tiempo lndefUlldo
la pretensión da la demandante. La cuestión a resolver estriba
en si la suspensión de tal respuesta produce falta de tutela
judicial efectiva en la hoy recurrente en amparo, o una dilación.
iiJ.debida .del proceso de las: prohibidas por el artículo 24.2 de
la CE. ., '
. Es. cierto· que ~aptt:rentemente dicho auto no ha hecho sino
condicionar el dictar sentencia. & que la. demandante acredite
haber llevado a efecto ante la Junta Arbitral de Arrendamien­
tos Rústicos correspondiente el intento de avenencia exigido
por el articulo W de la Ley de Arrendamientos Rústicos U,Al\).
y cabria entender que este auto consütuye la decisión fundada
en derecho a que la iurisprudencia de este Tribunal se ha
referido reiteradamente cual exigencia del artículo 24.1 de la CE,
pudiendo tal decisión, según dicha jurisprudéncia -bastará aqui
recordar la sentencia U/1982. de 29 de ~, e1lr:ecurso de
amparo 219/1981 (",Boletin,Oflctal del Estado_ de 21 de abril: fun­
damento jurtdico 2") y la 6111982. de la de octubre. en recurso
de amparo '218/1931 (",Boletin Oficial del Estado- de 11 de no-­
viembre: .fundamento jurídico v·}...., ser de inadmisión o dese&-­
Umación por algún motivo formal cuando concurra alguna causa
de inadmisibilidad y asi lo acuerde el Juez o Tribunal en apli­
cación razonada de la misma. Ahora bien, alegan en plena
coincidencia la recurrente y el Ministerio.?iscaI: que la .con­
dición cuyo cumpUmiento exige la Ley a la demandante, con­
sistente en llevar a efecto un intento de avenencia, y que el
auto impugnado invoca para aplaza.r una decisión judicial so-­
bre el fondo, está fuera der alcance de ia demandante a causa I

de una circunstancia adversa. totalmente a¡'ena -al ámbito de
su voluntad y capacidad de acción, como es a inexistencia, por
no haberse constituido del órgano ante el cual habría de cum­
plirse la condición de refer8'Ilcta. es decir, aqui,. intentarse la
avenencia impuesta por el legislador como tra.~te previo para
la incoación del respectivo procedimiento. • ' .

Segundo.-Preguntándose el Ministerio Fiscal. en reladón coJl
este punto, si el aplazamiento de la sentencia. condicionado a
que sea cumpUdo un trá'mite que por la razón indicada no
puede serlo. es equivaparable a la denegacióD de la tutela
judicial que proscribe el artículo 24.1 de la l..t::, contesta lavO­
ra.blemen te: y lo hace con invocación de la sentencia de este
Tribunal número 2_4/1981, de 14 de julio. en recurso de amparo
ei1~8i--{.-B....~~¿--eHeíal--d3}~Est&u~;dG--2C-dg--rulre~.--~-1:
cual el dere<:ho a la jurisdicción mencionado en el articulo 24.1
",no puede entenderse- corno algo desJigado del tiempo en que
debe prestarse POI' los órganos del Poder Judicial, sino que
ha de ser oomprendido en el !lanUdo de que se otorgue- por
éstos dentro de los r&ZOl\ables térmInos -temporales en que las
personas lo reclamen en el ejercicio de sus derechos e intereses
legítimos- (fundamento jUrídico 3.°). '

Y es evidente que la SU6pensión de una decisi~ sobre el
fondo _en tanto en cuanto no se - realice un trámite ante un
órgano que no 98 ha constituido, incide en esta interpretación
del articulo 24.i, que en el presente supuesto, al no corregirlo
la judicatura, se configura como un defecto formal. equiparable
a las dilaciones indebidas del proceso prohibidas por el" ar­
tículo 24..2 de la C$.

Tercero.-Esta última consideración nos conduce a. referirnos
a. un aspecto del impugnado a.uto de 28 de febrero de 1983
que da & entender que 1& propia. demandante puede cumplir
en definitiva. la coo.dición requerida. solicitando de la Admi­
nistración PtibUea la constituciÓn de la Junta Arbitral corres­
pondiente. Esta solicitud podni fundarse no sólo en la dispo.­
sición transitoria segunda de la LAR, que indica el auto, sino
también sobre la Orden del Ministerio de AgriCultura. Pesos
y Alimentación de 8 de octubre de 1982, relativa a la consti­
tución transitoria de las Juntas Arbitrales de ArrendamientOlS
Rústicos .¡- la da la 'misma fecha y de idéntica procedencia por
la que se dictaD normas complementarlas de funcionamiento
de las Juntas Arbitrales de ArrendamIentos R€lsticos (ambal
en el -Boletín Oficial del Estado- de 28 de Qctubre). Ahora
bien, entiende 1& Sala que no correspónde. a la demandante
la carga de· instar a la Administración la constitución de la_
Junta, todaria no realizada, a pesar de la primera de ambas
Ordenes, en la fecha del auto en cuestioo. Una cosa. 81 que la
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demandante solicite la rauo'Ión de Una Junta ya constituida. y
otra, qué Sl>licite la constitución 'de una JuntlV a que la Ad­
ministración viene obligada por ley. Desde el momento ell

qUe el legislador hizo del intpnto de avenencia antp Juntas
de esta índole un trámite previo preceptivo para Is-·íncoación
de determinados 'prooedtmiento¡;¡ (entre i08 cuales figura el que
es objeto de ·este recursoJ, ·tenta la Attmintstractón la obliga,..
dón Ineludible 'de proceder asu constitución, pues de lo con­
trario hacia' 1mpo,slbJe para los tnten3'8&dos el cumplimíento
de la condición que -les impusiera respecto del ejercicio de la
80ctón en este proceso.

Cuarto.-Queda, :sin embargo, por resolver la cuestión, tam·
bién suscitada por .e1 Ministerio Fiscal. de si ante el o1;l6táculo
que en el presente caso impidió una resolución sobre el fondo
por el incumplimiento por parte de la demandante de un trá­
mite que la actitud omfslva de la Administración ha hecho
de cumplimiento imposible. eL Poder Judicial, representado aqui
por la Audiencia Provincial de Guadalalara, reaooionó adecua- ,
damente al limitarse a comprobar dicha imposibilidad. sin bus­
carIe remedio, y" a descargar la responsabilidad del conBigulente
agravio para la demandante exclusivamente sobre la Adminis­
tración, sIn tratar de encontrar una interpretación de la norma
legal que· hibiese -factible corregir el referido agravio. Pudo
hacerlo, como se hizo por alguna otra, dando. por no exigible
el intento de previa avenencia ·ante la Junta Arbitral en tanto
la misma no exista., Habr:A que concluir que la inactividad
de '1a Administración en un supuesto como el presente no es
base suficiente para dejar sin - protección el derecho del- ciu­
dadanO.

Exigir,. en estas condiciones, la realización de un intento
de avenencia'ante un órgano cuya- constituci6n es imprevisible
en cuanto 'al momento en·que pueda producirse, -levantando
un nuevo obstlLculo a ·la solicitada decisión· labre el fondo.

676 Sala Prim~ra. Recurso de ompáTO número 89/í983.
Sentencia número 120/1983, de 15 de dtetembre.

La" Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Manuel Garcf8-Pelayo Alonso, Presidente¡ don Angel' La- .
torre SElgura,. don Manuel Diez de VeJuco Vanejo~ dofla Gloria
Begué Cantón, don Rafael Gómez-Ferrer Morant y don Angel
J:scudero del Corral,. Magistrados, ha· pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo ~úmero 69/1983, interpuesto por don
Alejandro Carrillo CaITillo y doña María del Carmen Burgoa
Pascual, representados por la Procuradora doiia .EUsa Hurtado
Pér.ez y asistidos elel Letrado don Marcial Amor Pérez, contra
las sentencias de la Magistratura de Trabajo.número • de Ma­
drid de 23 de noviembre de 19B1 y de la Sala Sexta- del Tribunal
Supremo de '18 de diciembre de 1982, por presunta vulneración
de los artículos 20.1 y 28.1 de la Constitución al reconocer la
procedencia del despido acordado pbr la EmPresa .Lioeo Soro­
Ha., para la que trabaJaban. Han comparecido en el recurso
el· Ministerio Fiscal y don· José Núftez Velázquez, titular del
«Liceo Sorolla_, representado por el Procurador don José Sán­
chez JAuregui y bajo la asistencia letrada de don Santiago
Rodriguez Ballester, y ha sido ponente el Magistrado don An.
gel Escudero del Corral, quien expresa el parecer de la Sala.

1. ANTECEDENTES

1. ·-Con oessión' de un conflictO colectivo desarrollado du.
.rante los meses de verano de 1981 en el centro educative .Liceo
Borona- los trabajadores del mismo declararon una huelga
entre los días 31 de agosto y 30 de septiembre, '&Sum.1endo las
funciones del Comité de Huelga los dos demandantes, que os­
tentaban la oondición de Delegados de personal, y otros dos
delegados. Durante el transcurso de ·la .misma, la Empresa
oonvocó exámenes extraordinarios para los días 1 a e de sep­
tiembre y contrató nuevo personal para la realización de las
pruebas, 10 que motivó el levantamiento de un acta de Infr&o­
ción por la Inspección de TrabaJo, si bien tales praebasl8
llevaron a cabo y sus resultalfos fueron' estimados vAlidos por
la autoridad académica. El día .. de septiembre el Comité de
Huelga dJrlgió un comunicado a los 8lumnos y padres en ,el
que, literalmente, se decJa 10 siguiente: ..Que ante la situación
de huelga legal que tenemos planteada ia -plantina del Centro. '
por impago de nóminas, atrasos, etc., desde el dla 30 de mayo,
se ha producido la siguiente situación: 1.0) Los exámenes están
siendo realizados por Profesores distintos a los que impartier'ln
enseftanza durante el curso. Los -rruevosdesignados no esttLn
al comente de la situación académica de los alumnos suspen­
didos, ni conocen lo que a cada alumno se habia indicado para
dichos exámenes. 2.°) Por informaciones recibidas de alumnos
y padres existen sospechas de que en dichos exámenes podrían
estar&e produciendo irregularidades., 3.°) Teniendo en cuenta lo
anterior. los citados ,eXámenes. podrfan resultar nulos. 4.·) Ante

equival~ sin duda a dilación indebida del proceso, contraria
al articulo 24.2 de la CE.-
, Quinto.-Por último, si es consecuencia lógica de CURnto
llevamos dicho la procedencia de otorgar el amparo. no lo e5
la de abrir cuestión de ¡nconstitucionalidad de acuerdo con
el artículo 55.2 de la LOTC, p?rque la lesión del derecho fun~

damental reconocido en el 'articulo 24.1· de la CE no proviene
del artk:ulo 121 y la disp06iclón transitoria segunda de la-LAR.
'Bino de la inactividad de la Administración y la aplicación
qUe de dichas normas se ha hecho en el presente caso.

FA~~O,

En' atención' a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTUCION
DE LA NACION ESPAÑOLA.

Ra decidido:

Otorgar el amparo, solicitado, y en su virt~d:

_Primet'O.-Declarar la nulidad de los autos dictados por la
Audiencia Provincial de Guadalajara de 26 de febrero y de
29 de marzo de 1983 en el. recurso d~ apelact6n.
· Segundo.~Reconocer el derecho de dofta Escolástica Vega.
Ladrón a que su proceso se lleve. a cabo -sin más dilaciones
ya,qUe obtenga sentencia de dicha. Audiencia.

Publfquese ·en el .Boletin Oficial del Estado-.

M&drid, 14 de diicembr~ de 1883.-Jer6nimo Arozamena Sie­
na.-Francisco Rubio Llorente.-Luis Diez-Picazo y Panca de
teón.-Fr~nci.li.co TomAs· y Valiente.-Antonio Truyol serra.­
Francisco Pera Verdaguer.-Firma~o y rubricado.

estos hechos el profesorado' ha denunci~d~ ~t08 eXAmenes por
si hubiera ilegalidad a: Delegado ;proVincial de Educación, Ins­
pector Jefe de Enseñanza Media. Inspector de Enseftanza Me­
día (zona de Tetuán), Inspector de EGB (zona de Tet'.lAn),
Decano del Colegio de Doctores y Licenciados, Direc.tor técniCO
del "Liceo Sorena" y Delegádo provinc1a1 de Trabajo. Debido
a esta situación. urgimos a los padres a que recaben informa-.
ci6n de los organismos competentes y tomen las medidas per­
tinentes. Lamentamos profundamente esta situación, .afena a
nuestra voluntad.
· Los días 19 y 21 de septiembre, don Alejandro Carrillo Ca­
nillo y dofta Canoen Burgoa Pa,scual":recibieron sendas cartas
de despido, acordado tras el oportuno expediente, lmputAndoles
la Empresa diversos, hechos y, entre ellos. la emisión del 00­
munlcadotranscrito. Habiendo formulado demanda de despido,
la Magistratura de Trabajo numero 4 de Madrid dictó sentencia'
de 23 de noviembre de 198], reconociendo la procedencia oJel

- despido confonne a la caUSa d) del articulo 54, 2, del Estatuto
de los Trabajadores (<<transgresión de la buena fe contractual-),
en relación al citado comunicado. El Tribuna) Supremo confirmó
en su sentencia de lB de dictembre de, ]982 el pronunciamiento
de instancia oon fundamento en que los derechos constitucio­
nales alegados por los demandantes Uibértad de eXpresión y Ji.
bertad sindican están sometidos a limites y en que el prlnct-

· pio de buena fe, exigible, cualquiera que sean las circunstancias,
impide la realización de actividades que, como la enjuiciada,
van dirigidas a la perturbación del norma) desenvolvimiento
del trabajo. y tienden a mermar· la credibilidad de, alumnos y
familiares sobre la validez de los exámenes y la trayectoria
de la Empresa, poniendo en peligro su estabilidad.

2. El día" de febrero de 1983 tuvo entrada en el Juzgado
de Guardia demanda de amparo presentada. por la Procuradora
doña ElIsa Hurtado. Pérez. en nombre y representación de los
trabajadores despedidos, alegando la vulneración de los artícu­
los 20.1 y 2B.1 de la Constitución.. '

El primero de '~no.s habría resultado infringido como con8e'"
buencta de considera,rae como ·grave y culpable transgresión
de la buéna fe contractual, lo que no fue, en opinión de los
demandantes, sino lin acto de eJercicio de la libertad de expre­
sión, difundiendo BUS opiniones sobre la situación del Centro
en un determinado derecho. las resoluciones 1udiciales deberían
explicitar las ooncretas razones Justificadoras de la. miSMa sin
qUe pueda bastar la declaración· genérica de que nlngtin dere­
cho es ilimitado, teniendo en cuenta en todo caso que los limi­
tes han de interpretarse restrictivamente.

En el oomunicadó difundido·' no aparecen expresiones que
intrínsicamente lleven tal carga ofensiva que puedan considerar­
se como ataque al honor. Si bien el honor representa un valor
al que se concede protección ante los ataques de otras personas,
es lo clerto que el luido de reproche ha de reaUurse atendien­
do a las -circunstancias en que Se produce el presunto ataque,
debiendp apreciarSe un ánimo claro y man1!testo de lesionar
el patrimonio moral de otra persona, sin que tal dolo específico
pueda presumirse por prohibirlo la presunción . de inocencia
consagrada en el artículo 24 de la Constitución. Los deman­
dantes destacan, a tales efectos, las -circunstancias concurrentes
-en la emisión dt!l comunicado. producida tras un largo conflic­
to, en el que cabe apreciar multtpJes incumplimientos de la

:


